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Bogotá, 6 de agosto de 2015 

 

Honorable Magistrada:           

Gloria Ortiz            

Corte Constitucional de Colombia         

La ciudad 

 Referencia: Intervención ciudadana. Expediente D-10864. Acción pública 

 de inconstitucionalidad contra las Leyes 1450 de 2011 y 1753 de 2015  

 

Astrid Puentes Riaño y Carlos Lozano Acosta, actuando como ciudadanos y como 

codirectora y asesor de la Asociación Interamericana para la Defensa del Ambiente, y 

Astrid Milena Bernal Rubio, actuando como ciudadana e investigadora de la Asociación 

Ambiente y Sociedad, identificados como aparece al pie de nuestras firmas, por medio 

del presente escrito nos permitimos presentar respetuosamente la siguiente intervención 

ciudadana sobre la demanda de la referencia, fundamentada en argumentos de derecho 

ambiental internacional. 

 La Asociación Interamericana para la Defensa del Ambiente (AIDA) es una 

organización internacional no gubernamental de derecho ambiental que desde 1998 

trabaja por la protección de ecosistemas amenazados y las comunidades que dependen 

de ellos en el hemisferio. AIDA combina el trabajo jurídico con educación e iniciativas 

de construcción de alianzas para empoderar a la ciudadanía y proveer a los tomadores 

de decisiones de información necesaria para tomar medidas responsables.  

 La Asociación Ambiente y Sociedad es una ONG colombiana que busca generar 

cambios positivos en la regulación, las políticas, los procesos de toma de decisiones y 

las prácticas en asuntos ambientales, promoviendo la aplicación plena de los derechos 

de participación, el acceso a la información de la sociedad civil y la transparencia de las 

entidades públicas y privadas y trabajando principalmente con comunidades afectadas, 

grupos de jóvenes y mujeres. 

 Como organizaciones de la sociedad civil independientes, ni AIDA ni Ambiente y 

Sociedad participan en procesos electorales ni apoyan a partidos ni movimientos 

políticos.  

La presente intervención ciudadana se refiere al parágrafo primero del artículo 173 de la 

Ley 1753 de 2015, relativo a la delimitación y protección de páramos y a las actividades 

extractivas permitidos en ellos. Al respecto, consideramos que debe ser declarado 

inexequible, porque contraviene los artículos constitucionales 8, sobre protección de 

riquezas culturales y naturales de la Nación; 58, sobre función ecológica de la 
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propiedad; 79, sobre derecho a gozar de un ambiente sano; 80, sobre planificación y 

aprovechamiento sostenible de los recursos naturales y control del deterioro ambiental, 

y 333, sobre los límites de la actividad económica en función del interés común. 

También contradice las obligaciones del Estado derivadas del Convenio Marco de 

Cambio Climático, la Convención de Ramsar sobre Humedales de Importancia 

Internacional y del Convenio de Diversidad Biológica.  

1. Objeto de la intervención y procedencia de los cargos  

 La presente intervención se divide en siete partes. En la primera, explicamos por qué 

los páramos son importantes desde la perspectiva ambiental y por qué deben ser 

protegidos. En la segunda parte, exponemos las razones por las cuáles los páramos 

pueden ser considerados fuentes de agua dulce y cuál es el estándar de protección que el 

derecho internacional ambiental atribuye a esa categoría. En la tercera, presentamos las 

razones por las cuáles los páramos deben ser considerados sumideros de carbono y cuál 

es la regulación de los mismos en las normas de cambio climático.  

 Posteriormente, relatamos las razones por las cuáles los páramos están protegidos por 

las disposiciones del Convenio de Diversidad Biológica. Luego explicamos por qué son 

elegibles como humedales de importancia internacional, a luz de la Convención de 

Ramsar. Asimismo, ofrecemos elementos de derecho internacional sobre la 

participación y el acceso a información en materia ambiental que debieron ser tenidos 

en cuenta en el proceso de adopción y en el contenido de las normas sobre páramos aquí 

demandadas. Finalmente, ofrecemos algunas conclusiones.  

 Queremos suministrar elementos de análisis derivados del derecho ambiental 

internacional relevantes para la decisión de la Corte Constitucional respecto de la norma 

acusada, que transcribimos subrayada, a continuación:  

Artículo 173°. Protección y delimitación de páramos. En las áreas delimitadas como 

páramos no se podrán adelantar actividades agropecuarias ni de exploración o 

explotación de recursos naturales no renovables, ni construcción de refinerías de 

hidrocarburos.  

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible hará la delimitación de las áreas de 

páramos al interior del área de referencia definida en la cartografía generada por el 

Instituto Alexander Von Humboldt a escala 1:100.000 o 1:25.000, cuando esta última 

esté disponible. En esta área, la autoridad ambiental regional deberá elaborar los 

estudios técnicos que permitan caracterizar el contexto ambiental, social y económico, 

de conformidad con los términos de referencia expedidos por el Ministerio de Ambiente 

y Desarrollo Sostenible. Al interior de dicha área, el Ministerio de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible deberá delimitar el área de páramo, con base en criterios 

técnicos, ambientales, sociales y económicos.  

Parágrafo Primero. Al interior del área delimitada como páramo, las actividades para 

la exploración y explotación de recursos naturales no renovables que cuenten con 

contrato y licencia ambiental o con el instrumento de control y manejo ambiental 

equivalente, que hayan sido otorgados con anterioridad al 9 de febrero de 2010 para 
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las actividades de minería, o con anterioridad al 16 de junio de 2011 para la actividad 

de hidrocarburos, respectivamente, podrán seguir ejecutándose hasta su terminación, 

sin posibilidad de prórroga. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, las 

Autoridades Ambientales deberán revisar las Licencias Ambientales otorgadas antes de 

la entrada en vigencia de la prohibición, en las áreas de páramo delimitadas y las 

mismas estarán sujetas a un control, seguimiento y revisión por parte de las 

autoridades mineras, de hidrocarburos y ambientales, en el marco de sus competencias 

y aplicando las directrices que para el efecto defina el Ministerio de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible.  

En todo caso, el incumplimiento de los términos y condiciones en los cuales se 

otorgaron las autorizaciones mineras o ambientales, dará lugar a la caducidad del 

título minero de conformidad con lo dispuesto en el código de minas o la revocatoria 

directa de la licencia ambiental sin el consentimiento del titular y no habrá lugar a 

compensación alguna.  

Si a pesar de la existencia de la licencia ambiental no es posible prevenir, mitigar, 

corregir o compensar los posibles daños ambientales sobre el ecosistema de páramo, la 

actividad minera no podrá seguir desarrollándose.  

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y sus entidades adscritas o vinculadas 

y las entidades territoriales, en coordinación con las Corporaciones Autónomas 

Regionales, y bajo las directrices del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 

concurrirán para diseñar, capacitar y poner en marcha programas de sustitución y 

reconversión de las actividades agropecuarias que se venían desarrollando con 

anterioridad al16 de junio de 2011 y que se encuentren al interior del área de páramo 

delimitada, con el fin de garantizar de manera gradual la aplicación de la prohibición. 

 Parágrafo Segundo. En el área de referencia que no sea incluida dentro del área del 

páramo delimitada, no estará permitido otorgar nuevos títulos mineros o suscribir 

nuevos contratos para la exploración y explotación de hidrocarburos, ni el desarrollo 

de nuevas actividades agropecuarias. Esta área será objeto de ordenamiento y manejo 

integral por parte de las entidades territoriales de conformidad con los lineamientos 

que establezcan las corporaciones autónomas regionales, con el fin de atenuar y 

prevenir las perturbaciones sobre el área delimitada como páramo y contribuir con la 

protección y preservación de estas. 

 Parágrafo Tercero. Dentro de los tres (3) años siguientes a la delimitación, las 

autoridades ambientales deberán zonificar y determinar el régimen de usos del área de 

páramo delimitada, de acuerdo con los lineamientos que para el efecto defina el 

Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.  

Los argumentos de derecho ambiental internacional que ofrecemos en esta intervención, 

son compatibles con el precedente de la Corte en materia de protección de ecosistemas 

de especial importancia que se describe en la demanda, con las cláusulas ambientales de 

la Carta Política y con una protección constitucional efectiva de los páramos. Esta 

protección efectiva ha implicado la prohibición de actividades mineras y petroleras 

dentro o cerca de ellos, dados los impactos que se describen más adelante. Por ese 
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motivo, consideramos que los cargos contra la norma en mención están llamados a 

prosperar.  

2. Importancia de los páramos  

Los páramos son ecosistemas tropicales de alta montaña, ubicados normalmente 

entre bosques altoandinos y nieves perpetuas, “con dominancia de vegetación herbácea 

y arbustiva, con variaciones subregionales a nivel bioclimático, edafológico, y de 

composición de especies”
1
. Prestan servicios ambientales a más de cien millones de 

personas en todo el mundo
2
. Se encuentran usualmente por encima de los bosques 

tropicales de alta montaña, desde Costa Rica hasta el norte de Perú. Colombia contiene 

más de la mitad del área global de páramos, además de albergar el más grande de ellos, 

Sumapaz
3
.  

Los páramos son importantes al menos por tres razones. Por sus características 

climáticas, geológicas y biológicas, son fundamentales para la regulación y provisión 

del agua en la región andina. Asimismo, cumplen un papel vital en la mitigación del 

cambio climático, debido a que son importantes sumideros de carbono. También 

albergan diversidad biológica estratégica que está conectada, de manera importante, con 

otros biomas de la región andino-amazónica, que trascienden las fronteras de varios 

países.  

La biodiversidad presente es significativa, altamente endémica y frágil frente a la 

perturbación externa
4
. La diversidad biológica puede variar entre complejos, incluso en 

un mismo país, al punto que algunos de ellos, como Santurbán, pueden tener especies 

endémicas. Solo en Colombia, los páramos presentan alrededor de 4700 especies de 

flora y fauna
5
, entre ellas el Cóndor de los Andes, el Pato Paramuno, el Oso de Anteojos 

y la Danta de Páramo.  

Los páramos son proveedores hídricos críticos para la región andina, 

especialmente para Colombia y Ecuador, aunque también para Venezuela y Perú. 

Ciudades como Bogotá, Quito y Bucaramanga, así como comunidades rurales en toda la 

región, dependen en muchos sentidos del agua de los páramos
6
. En Colombia, alrededor 

del 70% del agua dulce consumida en las grandes ciudades viene directa o 

                                                           
1
 Instituto de Investigación en Recursos Biológicos Alexander Von Humboldt. Concepto técnico 

pertinente a la delimitación y caracterización del sistema paramuno en el área de la serranía de Santurbán, 

ubicada en el departamento de Santander, solicitado por la dirección de licencias del Ministerio de 

Ambiente. Instituto Humboldt, p. 7. s.f.  
2
 Mecanismo de Información de Páramos. Disponible en http://www.paramo.org/node/2578  

3
 Cortes Jimena y Sarmiento Carlos, compiladores. Visión socioecosistémica de los páramos y la alta 

montaña colombiana: memorias del proceso de definición de criterios para la delimitación de páramos. 

Bogotá, Instituto Humboldt, 2013. p. 4.  
4
 Ibid. p. 9.  

5
 Ibid. p. 6.  

6
“El páramo es el mayor abastecedor de agua de la región de los Andes de Colombia y Ecuador y en 

menor medida de Venezuela y Perú. Debido a que la extracción de agua es escasa y difícil, el agua 

superficial del páramo es el mayor proveedor”. Buytaert W. et al. Hidrología del páramo andino: 

propiedades, importancia y vulnerabilidad. Lovaina, Universidad de Lovaina, s.f., p. 12.  

http://www.paramo.org/node/2578
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indirectamente de estos sistemas naturales
7
. Las cuencas amazónicas, pacíficas, 

orinoquenses y de los valles interandinos también tienen como fuente de recarga hídrica 

a los páramos.  

De esta manera, los páramos son verdaderas “fábricas de agua”. La flora endémica 

paramuna está adaptada a las condiciones físicas, químicas y climáticas del entorno. 

Tiene una enorme capacidad para capturar, filtrar y retener agua, en especial por su 

resistencia a la evaporación y el bajo consumo hídrico, que deja grandes excedentes que 

alimentan cuencas hidrográficas
8
. Los suelos de los páramos tienen una alta 

concentración de materia orgánica y por tanto, una enorme capacidad para retener el 

líquido
9
. Su poder regulatorio hídrico es un consenso científico

10
.  

 Los páramos son cruciales para mitigar el cambio climático. En primer lugar, son 

sumideros de carbono, es decir, sistemas naturales que pueden capturar y guardar ese 

elemento que contribuye al efecto invernadero. Dadas las características de sus suelos, 

lo almacenan en forma significativa
11

. Al mismo tiempo, dado que el clima es una 

variable fundamental para su estabilidad, el calentamiento global sin duda contribuye a 

afectar sus ciclos ecosistémicos y por ende los servicios ambientales que provee. 

 Los páramos son biomas transnacionales y como tales, su deterioro puede tener 

impactos transfronterizos. En Colombia los complejos cercanos a la frontera con 

Venezuela y Ecuador, principalmente, alimentan cuencas hidrográficas importantes para 

los países vecinos
12

. Es el caso de los páramos de Santurbán, conectado con el río Zulia, 

o el páramo del Perijá. Los páramos del Cocuy, los Pichachos, Sumapaz y Pisba de 

manera indirecta se encuentran conectados con la cuenca del Orinoco, entre otras. Del 

mismo modo, el sistema paramuno de Chiles-Cumbal influencia territorio ecuatoriano. 

 En resumen, la conjugación de elementos bióticos y abióticos hace de los páramos 

sumideros de carbono, reservas de diversidad biológica y, sobre todo, sistemas de 

regulación y provisión hídrica esenciales, pues retienen y filtran el líquido de manera 

que, luego de ese proceso, es apto para el consumo humano. Su gestión y protección es 

un asunto de interés nacional, pero puede tener repercusiones internacionales. 

2.1. Amenazas para los páramos 

 Los páramos experimentan una serie de cambios, relacionados con actividades 

humanas, que los deterioran. La agricultura no sostenible es una forma de intervención 

que afecta la capa vegetal, las fuentes de agua y las especies endémicas que se 

                                                           
7
 Proyecto Paramo Andino. El gran libro de los páramos. Instituto Humboldt, Bogotá, 2011, p. 8.  

8
 Buytaert W. et al., p. 10. 

9
 Proyecto Páramo Andino. Ecología, hidrología y suelos de los páramos. Proyecto Páramo Andino, 

Bogotá, 2002, p. 23.  
10

 Buytaert W. et al, p.11. 
11

 Interamerican Development Bank, Environmental Safeguards Unit. Climate change and water 

resources in the tropical Andes. Technical Note, IDB, 2013.  
12

 Instituto Humboldt. Atlas de Páramos. Bogotá, Instituto Humboldt, 2007, p. 40.  
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encuentran en ellos. Es notable el efecto de cultivos extensivos como la papa y la 

cebolla, principalmente, que degradan el suelo y su aptitud para retener agua
13

.  

 Sin embargo, uno de los desafíos principales para los páramos es la minería, en 

particular a gran escala. Estos frágiles ecosistemas experimentan cambios drásticos e 

irreparables por este tipo de intervenciones, tanto si son a cielo abierto como 

subterráneas. Las excavaciones en el suelo son profundas y remueven enormes 

cantidades de material. El transporte y operación de maquinaria pesada, que es de uso 

constante en las industrias extractivas, generan efectos significativos en el suelo. La 

minería, típicamente, comprende la remoción de la vegetación y de material del 

subsuelo y el almacenamiento de cuerpos de agua utilizados en la operación junto con 

otros subproductos de procesos mineros, altamente contaminados (relaves)
14

. Dada la 

geografía y la geología de muchos páramos, los riesgos de fractura de estos tanques y el 

consecuente impacto ambiental son significativos. 

 El principal motivo de preocupación frente a los proyectos mineros en páramos es la 

afectación de los recursos hídricos superficiales y subterráneos de los que depende no 

solo el consumo de millones de personas, sino también un sinnúmero de actividades 

económicas, sociales y culturales. Muchos empleos de la industria de alimentos, por 

ejemplo, dependen del agua que ellos proveen. Virtualmente, ninguna actividad 

productiva puede realizarse sin un suministro mínimo de agua, tanto para la operación 

como para el consumo de las personas que la realizan.  

 La minería en páramos plantea tres riesgos fundamentales para los recursos hídricos: 

La primera, si la calidad del agua para consumo humano se verá impactada. La segunda, 

si seguirá siendo apta para mantener la biodiversidad in situ
15

. Por último, el alto 

consumo de agua que requieren las operaciones mineras.  

 Otros impactos en los páramos están relacionados con la exposición de elementos y 

compuestos del subsuelo al oxígeno de la atmosfera, lo que genera cambios químicos 

asociados a la oxidación, muy perjudiciales para el ambiente. La minería puede causar 

drenajes ácidos ricos en metales pesados (mercurio, cadmio, cobre, plomo y arsénico), 

erosión de suelos, desechos en aguas superficiales y lixiviados contaminantes
16

. La 

escorrentía también puede dar lugar a eventos de sedimentación
17

. Además, 

intervenirlos mediante minería contribuye a liberar el carbono que están en capacidad de 

almacenar, y por ende, a incrementar las emisiones de efecto invernadero, pues retirar la 

cubierta vegetal da lugar a procesos de oxidación
18

. La devastación que genera estos dos 

fenómenos puede perdurar por décadas en humedales, ríos y acuíferos.  

                                                           
13

 Instituto Humboldt. Visión socioecosistémica de los páramos y la alta montaña colombiana: memorias 

del proceso de definición de criterios para la delimitación de los páramos. Instituto Humboldt, Bogotá, 

2013. 
14

 Environmental Law Alliance Worldwide. Guía para evaluar estudios de impacto ambiental de 

proyectos mineros. ELAW, Eugene, 2010, p. 4. 
15

 Ibid, p. 9. 
16

 Ibid. 
17

 Ibid, p. 10.  
18

 Ibid, p. 40.  
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En suma, la minería a gran escala es una de las actividades económicas más destructivas 

para ecosistemas tropicales como los páramos. Sus impactos han sido documentados y 

analizados por las autoridades ambientales en Colombia
19

, al punto que el Ministerio del 

ramo ha negado proyectos mineros por estar ubicados en esos ecosistemas, debido sus 

repercusiones
20

. 

3. La Corte Constitucional ha ordenado al Estado proteger los páramos 

 

La Constitución Política de Colombia hace referencia a la protección del ambiente 

en diversos artículos: 8
21

, 58
22

, 79
23

, 80
24

, 333
25

 y 334
26

. Interpretadas de manera 

sistemática, estas disposiciones atribuyen al Estado un papel protagónico en la 

protección del ambiente frente a sus propias actuaciones y a las de terceros, quienes 

también están obligados a dicha protección. Las reglas constitucionales en mención 

                                                           
19

 Contraloría General de la República. Función de Advertencia, degradación de ecosistemas de páramos. 

Bogotá, 2012.  
20

 Ministerio de Ambiente de Colombia. Resolución No. 1015 de 2011. “Por la cual no se acepta un 

desistimiento por motivos de interés público, se niega una licencia ambiental global y se toman otras 

determinaciones”. Proyecto minero Angostura, páramo de Santurbán. 
21

 Constitución Política, Art. 8: “Es obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas 

culturales y naturales de la Nación.” 
22

 Constitución Política, Art. 58: “Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con 

arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. 

Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultare en 

conflicto los derechos de los particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá 

ceder al interés público o social. La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, 

le es inherente una función ecológica. El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y solidarias 

de propiedad”. 
23

 Constitución Política, Art. 79: “Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley 

garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. Es deber del Estado 

proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y 

fomentar la educación para el logro de estos fines”. 
24

Constitución Política, Art.80: “El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos 

naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. Además, 

deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la 

reparación de los daños causados”. 
25

 Constitución Política, Art. 333“La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los 

límites del bien común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin 

autorización de la ley. La libre competencia económica es un derecho de todos que supone 

responsabilidades. La empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que implica 

obligaciones. El Estado fortalecerá las organizaciones solidarias y estimulará el desarrollo empresarial. El 

Estado, por mandato de la ley, impedirá que se obstruya o se restrinja la libertad económica y evitará o 

controlará cualquier abuso que personas o empresas hagan de su posición dominante en el mercado 

nacional. 
26

Constitución Política, Art. 334: “La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este 

intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la 

producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para 

racionalizar la economía con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, 

la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un 

ambiente sano. El Estado, de manera especial, intervendrá para dar pleno empleo a los recursos humanos 

y asegurar que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo a los 

bienes y servicios básicos. También para promover la productividad y la competitividad y el desarrollo 

armónico de las regiones”. 
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limitan la actividad humana, en particular la económica, por razones ambientales. 

También, instituyen restricciones como los límites normativos a la propiedad y la 

función estatal de dirección general de la economía.  

El artículo 79 de la Constitución menciona que el Estado debe proteger las áreas de 

especial importancia ecológica, dentro de las cuales se incluyen los páramos, de 

conformidad con el artículo 10 de ley 99 de 1993 y la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional. 

Conforme a dicha jurisprudencia, existe un deber estatal de delimitación de áreas de 

especial importancia ecológica, en particular, de los páramos. En particular, la Corte ha 

establecido que para su adecuada tutela, los ecosistemas deben ser “delimitados 

geográficamente, en armonía con lo preceptuado en el artículo 5 de la ley 99 de 1993”
27

.  

El Tribunal determinó que las zonas excluidas de minería incluyen los páramos
28

, 

por ser áreas de especial importancia ecológica. Esto es así incluso si ellos no son parte 

de parques nacionales o zonas de reserva
29

. La Corte ha sostenido que el Estado tiene 

dos obligaciones específicas frente a ecosistemas de páramos: delimitarlas como zonas 

excluidas de minería y adoptar medidas eficaces para su protección
30

. 

No obstante lo anterior, el gobierno desmejoró el estándar jurídico de protección. 

La autorización legal de actividades mineras preexistentes que hace la norma acusada, 

aún si cuentan con título minero y licencia ambiental, contradice el precedente de la 

Corte en materia de protección de páramos y obstaculiza su materialización efectiva. La 

protección de tales ecosistemas en la disposición acusada se restringe a y está 

condicionada por su delimitación. En otras palabras, la norma no protege los páramos, 

sino el área que de ellos quiera demarcar, en forma discrecional, el gobierno.  

4. Derecho ambiental internacional y páramos  

 El derecho ambiental internacional ofrece elementos para la protección de los páramos, 

debido a que son fuentes de agua dulce, sumideros de carbono, humedales de 

importancia internacional y reservas de biodiversidad. Cuando hacen parte del 

contenido de obligaciones derivadas de tratados internacionales ratificados por 

Colombia, dichos elementos son vinculantes. Tales obligaciones deben ser cumplidas de 

buena fe por el Estado colombiano, al igual que los demás Estados parte. En todo caso, 

la doctrina del derecho ambiental internacional es relevante para interpretar el alcance 

de cláusulas constitucionales.  

4.1. Los páramos como fuentes de agua dulce: protección en el derecho internacional  

 El agua dulce es objeto de especial protección en el derecho ambiental internacional, 

principalmente en el contexto trasfronterizo. Su régimen es distinto al de protección del 

medio marino, aunque ambos se encuentran relacionados, incluso por vía de los mismos 

                                                           
27

 Corte Constitucional. Sentencia C-339 de 2002. M.P. Jaime Araujo Rentería.  
28

 Corte Constitucional. Sentencia C-339 de 2002 M.P. Jaime Araujo Rentería.  
29

 Corte Constitucional. Sentencia C-443 de 2009. M.P. Humberto Sierra Porto. 
30

 Ibid.  
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tratados
31

. Las grandes cuencas hidrográficas del mundo involucran la jurisdicción de 

varios países y ello ha dado lugar a un cuerpo jurídico significativo, tanto convencional 

como consuetudinario, que se ocupa de su regulación, en particular, en tiempos de 

escasez
32

. Asimismo, la jurisprudencia de tribunales tales como la Corte Internacional 

de Justicia ha decantado una serie de obligaciones a cargo de los Estados, en relación 

con la protección de fuentes de agua dulce.  

 La Convención sobre el derecho de los usos de cursos de agua internacionales para 

fines distintos de la navegación establece que los cursos de agua deben ser utilizados en 

forma razonable y equitativa
33

. Esto es relevante como doctrina para los páramos 

porque, como se explica más adelante, en virtud de este instrumento los Estados deben 

proteger los ecosistemas conectados a los cursos de agua en mención. Deben hacer un 

uso óptimo y sostenible de los mismos, de manera que sea compatible con su protección 

adecuada
34

. Los conflictos sobre usos deben resolverse de conformidad con la 

prevalencia de la satisfacción de necesidades humanas vitales
35

. 

 Para tal efecto, los Estados están obligados a cooperar, sobre la base de los principios 

de buena fe, integridad territorial y provecho mutuo. Esto incluye la posibilidad de crear 

comisiones y otras modalidades de mecanismos para facilitar los esfuerzos conjuntos, 

de conformidad con la obligación de uso razonable
36

. 

 Los Estados deben tener en cuenta ciertos factores para asegurar un uso razonable de 

los cursos de agua. En particular, las variables geográficas, hidrográficas, hidrológicas, 

climáticas y ecológicas deben ser consideradas, además de “otros factores naturales”
37

. 

La utilización sustentable debe ir de la mano de los esfuerzos de conservación y el costo 

del aprovechamiento debe ser tenido en cuenta, de manera que otras alternativas puedan 

ser consideradas
38

. 

 Los Estados tienen la obligación de adoptar las medidas necesarias para no causar 

daños sensibles en los cuerpos de agua. Sin embargo, si esos daños fueren causados 

también tienen el deber de eliminarlos o mitigarlos, y si es el caso, indemnizarlos
39

. Del 

mismo modo, están vinculados a la generación e intercambio regular de datos e 

información sobre el estado de los cursos de agua, en cuanto a aspectos hidrológicos, 

meteorológicos e hidrogeológicos. 

 Por otra parte, los Estados tienen el deber de proteger y preservar los ecosistemas de los 

cursos de agua internacionales, esto es, aquellos que se encuentren conectados de una 

                                                           
31

 Por ejemplo, la Convención de Ramsar protege humedales de agua dulce y salada, así como aquellos 

que se sirven de ambas, como ocurre con los manglares.  
32

 Hunter David et al. International Environmental Law and Policy. Foundation Press, 2011 p. 837.  
33

 Convención sobre el derecho de los usos de cursos de agua internacionales para fines distintos de la 

navegación. Art. 5.1. 
34

 Ibid.  
35

 Ibid. Art. 10.2. 
36

 Ibid. Art. 8.  
37

 Ibid. Art. 6.1.A.  
38

 Ibid. Art.6.1.F.  
39

 Ibid. Art. 7.1.  
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manera tal que su afectación ponga en peligro la integridad de esas cuencas. Esta 

obligación es de tipo individual –aunque también puede ser ejercida en forma colectiva, 

en virtud del principio de cooperación- y como tal se ejerce dentro la propia 

jurisdicción. 

 Asimismo, tienen el deber de prevenir, reducir y controlar, en forma individual o 

colectiva, la contaminación de los cursos de agua cuando pueda generar daños sensibles 

al ambiente, la salud y seguridad humana, o a “la utilización de las aguas con cualquier 

fin útil o a los recursos vivos del curso de agua”
40

. Esto puede incluir el establecimiento 

de listados de sustancias cuya introducción a los cuerpos de agua estará limitada o 

prohibida, lo que supone un mandato específico en relación con la normatividad interna 

sobre vertimientos. Deben además prevenir y mitigar las condiciones perjudiciales 

generadas por el comportamiento humano sobre los cursos de agua. 

 La Corte Internacional de Justicia también se ha pronunciado sobre las obligaciones de 

los Estados en relación con las fuentes de agua dulce. Al respecto, ha mencionado los 

deberes de contribuir al uso racional y óptimo de los recursos hídricos; coordinar 

medidas para evitar cambios en el balance ecológico; asegurar que el manejo de suelos 

y bosques no perjudique la calidad de las aguas; prevenir la contaminación; conservar el 

ambiente acuático y evaluar impactos ambientales
41

. 

 Finalmente, la protección de las fuentes de agua dulce también se rige por los 

principios generales del derecho ambiental internacional. En particular, los de 

prevención del daño transfronterizo, precaución, evaluación de impacto ambiental y 

“quien contamina paga”
42

. Dado el carácter central de los recursos hídricos para la 

supervivencia de todo tipo de ecosistemas, estos principios son aplicables en toda su 

extensión a la protección de los páramos.  

El principio de prevención del daño transfronterizo
43

 sostiene que los Estados están 

llamados a tomar las medidas a su alcance para evitar perjuicios derivados del deterioro 

ecosistémico que pueda afectar territorios que estén bajo jurisdicción de otros Estados. 

Se asocia a su vez al principio de cooperación, que llama a los entes estatales a prestar 

colaboración de buena fe para prevenir el deterioro ambiental
44

 y al principio de 

responsabilidad y reparación de daños ambientales
45

. 

El principio de precaución, por su parte, “parte del reconocimiento de que la certeza 

científica con frecuencia llega muy tarde como para diseñar respuestas legales y de 

política apropiadas, para prevenir múltiples amenazas ambientales potenciales”
46

. Por 

                                                           
40

 Ibid, Art. 21.2. 
41

 Corte Internacional de Justicia. Caso de las plantas de celulosa sobre el río Uruguay (Argentina vs. 

Uruguay). 20 de abril de 2010. p. 159.  
42

 Hunter David et al. International Environmental Law and Policy. Foundation Press, 2011, p. 434.  
43

 Ibid, p. 472. 
44

 Juste Ruiz José, Derecho Internacional del Medio Ambiente, Mac Graw Hill, Madrid, 1999, p. 69. 
45

 Ibid, p. 74.  
46

 Hunter, Op. Cit, p. 478. 



                                                             

11 
 

consiguiente, en virtud de este principio, se deben adoptar medidas para anticiparse al 

daño ambiental, antes de que este ocurra, no obstante la ausencia de certeza científica:  

“Con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente el 

criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de daño grave 

o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para 

postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la 

degradación del medio ambiente”
47

. 

El principio de evaluación de impacto ambiental dispone que los Estados están 

obligados a realizarla en los casos en los cuales exista riesgo potencial sobre un recurso 

compartido
48

 y también al interior del territorio bajo su jurisdicción. La evaluación debe 

ser previa y conducir a la apropiada identificación de los riesgos, así como permitir a la 

ciudadanía acceder a la información sobre ellos y entenderlos
49

:  

“Deberá emprenderse una evaluación del impacto ambiental, en calidad de instrumento 

nacional, respecto de cualquier actividad propuesta que probablemente haya de producir 

un impacto negativo considerable en el medio ambiente y que esté sujeta a la decisión 

de una autoridad nacional competente”
50

. 

Finalmente, el principio de “Quién contamina paga”, tiene como objetivo que los 

Estados aseguren que los responsables de los daños, sujetos a su jurisdicción, asuman 

plenamente los costos ambientales del uso, es decir, las llamadas externalidades
51

. De 

esta manera, la polución es desincentivada y se promueve un uso más eficiente de los 

recursos naturales
52

: 

“Las autoridades nacionales deberían procurar fomentar la internalización de los costos 

ambientales y el uso de instrumentos económicos, teniendo en cuenta el criterio de que 

el que contamina debe, en principio, cargar con los costos de la contaminación, teniendo 

debidamente en cuenta el interés público y sin distorsionar el comercio ni las 

inversiones internacionales”
53

. 

 En resumen, las fuentes de agua dulce son protegidas por el derecho internacional, en 

virtud de dos tipos de obligaciones; las que están asociadas al uso racional y óptimo de 

los recursos hídricos y las que protegen los ecosistemas conectados a las mismas frente 

a la degradación por factores humanos. Esas obligaciones son complementadas por los 

principios ambientales que, en tanto normas, pueden ser aplicados directamente por los 

operadores judiciales. Esa calificación puede ser atribuida a los páramos, debido a sus 

características ecológicas e hidrogeológicas y a la consiguiente función regulatoria y de 

provisión del líquido. 

                                                           
47

 Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo, 1992, Principio 15.  
48

 Hunter, Op. Cit, p. 498.  
49

 Ibid.  
50

 Declaración de Río, Principio 17.  
51

 Hunter, Op. Cit, p. 484.  
52

 Ibid.  
53

 Declaración de Río, Principio 16. 
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4.2. Los páramos como sumideros de carbono: protección en el derecho internacional 

de Cambio Climático (CMNUCC) 

 Los páramos son fundamentales en el ciclo del carbono, uno de los agentes que genera 

cambio climático. Debido a las bajas temperaturas y al ritmo lento de descomposición 

de la materia orgánica presente en ellos, sus suelos capturan y retienen dióxido de 

carbono (CO2) de forma continua y significativa
54

, motivo por el cual pueden ser 

considerados sumideros de carbono, en los términos del derecho sobre cambio 

climático.  

 La regulación de los sumideros de carbono se deriva del derecho sobre cambio 

climático. El Convenio Marco de Naciones Unidas (CMNUCC) es el principal 

instrumento internacional en la materia
55

. Se propone estabilizar el nivel de emisiones 

humanas de gases de efecto invernadero a la atmósfera
56

. Por ello, reconoce la 

importancia y las funciones de los depósitos naturales de dichos gases para los 

ecosistemas marinos y terrestres
57

. Para tal efecto, entiende por “sumidero”, “cualquier 

proceso, actividad o mecanismo que absorbe un gas de efecto invernadero, un aerosol o 

un precursor de un gas de efecto invernadero de la atmósfera”
58

. La definición 

normalmente está calificada por el requisito de que el carbono capturado debe ser mayor 

al normalmente liberado
59

, de manera que el beneficio para la reducción global de 

emisiones sea neto.  

 El Convenio Marco es punto de partida para la protección y mantenimiento de 

los sitios de captura de carbono en el mundo. Así, pide a las partes tomar en cuenta los 

sumideros para la adopción de medidas de precaución que prevengan, mitiguen o 

ayuden a reducir al mínimo las causas del cambio climático
60

. Del mismo modo, exige 

realizar inventarios de las capacidades de absorción de estos sistemas, por medio de 

metodologías estándar, que sean comparables
61

 y que luego deben ser reportadas en los 

informes a los que están obligados los Estados en virtud de ese instrumento 

internacional. Específicamente, estas obligaciones deben tener en cuenta el principio de 

responsabilidades comunes pero diferenciadas
62

. 

 Los Estados deben promover el uso y gestión sustentable de los sumideros de los 

gases de efecto invernadero. Del mismo modo, deben cooperar para conservar y reforzar 

“inclusive la biomasa, los bosques y los océanos, así como otros ecosistemas terrestres, 

                                                           
54

 Márquez, Luis. El páramo y su potencial de captura de carbono. Universidad Pedagógica y Tecnológica 

de Colombia. Tunja, 2003, p. 2.  
55

 Ratificado por Colombia mediante la Ley 164 de 1994.  
56

 Convenio Marco de Cambio Climático, Art. 2.  
57

 Ibid. Preámbulo.  
58

 Ibid. Art. 6.8. 
59

 Grupo Consultivo de Expertos sobre las Comunicaciones Nacionales de las Partes no Incluidas en el 

anexo 1 de la Convención. Manual para el sector del uso de la tierra, cambio de uso de la tierra y 

silvicultura. Convenio Marco de Cambio Climático, s.f., p. 10.  
60

 Ibi. Art. 3.3. p. 6.  
61

 Art. 4.1. 
62

 Declaración de Rio sobre Medio Ambiente y Desarrollo, principio 7.  
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costeros y marinos”
63

, que también son elegibles para esa calificación. Las políticas 

nacionales, igualmente, deben conducir a la protección de los mismos
64

. El objetivo 

debe ser la modificación de las tendencias de las emisiones antropógenas, con arreglo al 

propósito de la Convención.  

 El Estado colombiano ha reconocido sistemáticamente la importancia de los 

páramos para el cambio climático y la vulnerabilidad que para el país implica la 

destrucción de éstos ecosistemas, derivada de los impactos ya ocasionados. Incluso 

desde la Primera Comunicación Nacional ante la CMNUCC, Colombia reportó la alta 

vulnerabilidad de los ecosistemas de páramo y las graves implicaciones de ello
65

. En 

2013 el Panel Intergubernamental de Cambio Climático, que es un grupo de expertos a 

nivel mundial que analiza periódicamente la ciencia respecto a ese fenómeno, alertó 

acerca de su impacto en páramos y del elevado riesgo para los países que esto implica, 

considerando que en países como Colombia, existe una alta dependencia en los páramos 

para el agua, entre otros servicios
66

. 

De esta manera, al aprobar en el Plan Nacional de Desarrollo la posibilidad de minería 

en páramos el Estado Colombiano desconoce las obligaciones del Convenio Marco de 

Cambio Climático, las intervenciones, alertas y prioridades que el propio Estado 

colombiano ha hecho ante esta instancia internacional, así como la información y 

advertencias científicas.  

En suma, los páramos, dado que son sumideros de carbono, están protegidos por el 

derecho del cambio climático. La protección se desdobla, a su vez, en tres obligaciones 

específicas: conservación, uso sostenible e inventario de capacidades de absorción. Del 

mismo modo, el estándar de protección de los sumideros de carbono se superpone con 

obligaciones de conservación de ecosistemas, derivadas del derecho ambiental 

internacional. 

4.3. Los páramos como humedales de importancia internacional: la Convención de 

Ramsar  

 Los páramos equivalen a humedales altoandinos, tal como han sido entendidos 

en la Convención de Ramsar sobre Humedales de Importancia Internacional y la 

interpretación que de ella ha hecho la Conferencia de las Partes de Ramsar
67

. Al mismo 

tiempo, en los páramos hay sistemas lacustres y de turberas que típicamente son sitios 

elegibles para ser amparados por la Convención. Por ambas razones, la protección 

jurídica de la Convención Ramsar se extiende a los páramos. 

                                                           
63

 Convenio Marco de Cambio Climático, Art. 4.D.  
64

 Ibid, Art. 4.2.A. 
65

 Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales, IDEAM, Primera Comunicación 

Nacional ante la Convención Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, 2001 

http://unfccc.int/resource/docs/natc/colnc1.pdf  
66
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67

 Conferencia de las Partes Contratantes de la Convención de Ramsar, Resolución VIII.39. Los 

humedales altoandinos como sistemas estratégicos. Valencia, 2002.  

http://unfccc.int/resource/docs/natc/colnc1.pdf
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 Los Estados partes de la Convención de Ramsar tienen las obligaciones de 

fomentar la conservación de los humedales; promover su uso racional; adelantar su 

planificación de una manera que los proteja; informar sin demora sobre los cambios en 

las condiciones ecológicas; tomar en cuenta las recomendaciones de la Conferencia de 

Estados Parte; evaluar los impactos ambientales y examinar la compatibilidad de su 

legislación con ese instrumento
68

. 

 Además, fomentar la conservación de los humedales y promover su uso racional 

son obligaciones centrales en la Convención de Ramsar y se encuentran explícitamente 

consagradas en su texto
69

. Ambas son recíprocamente necesarias y están asociadas al 

concepto de sustentabilidad. El fomento de la conservación de los humedales procede 

con independencia de su inclusión en la lista Ramsar
70

, un mecanismo que permite 

identificar sitios estratégicos para efectos de su conservación
71

. 

 La idea de uso racional de los humedales refiere al mantenimiento de las 

características ecológicas, implementado mediante un enfoque por ecosistemas, “dentro 

del contexto del desarrollo sostenible”
72

. Por consiguiente, el uso racional puede ser 

entendido como un medio para los fines de la conservación descrita. 

 La obligación de planificar conforme a la conservación de los humedales se 

encuentra en el artículo 3.1 de la Convención
73

 y se deriva del deber general de 

protección
74

. Aplica de manera principal a los humedales inscritos en la lista, y se 

refiere específicamente a la elaboración y aplicación de dicha planificación.  

 El deber de tomar en cuenta las recomendaciones de la Conferencia de Estados 

parte se deriva del artículo 6.3 de la Convención
75

. Se dirige a los responsables del 

manejo de los humedales, en todos los niveles
76

, en lo relativo a conservación, gestión y 

uso racional. También se fundamenta en el artículo 6.2.A, que atribuye competencia a la 

Conferencia para discutir la aplicación de la Convención y en el artículo 6.2.D, que le 

otorga a esa misma instancia la facultad de formular recomendaciones generales o 

específicas. 

 Finalmente, los deberes de evaluar el impacto ambiental y de examinar la 

compatibilidad legislativa, no se encuentran explícitamente consagrados en la 

Convención, pero se derivan de varias de sus cláusulas y de resoluciones del sistema 
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 Convención de Ramsar sobre Humedales, Artículos 3.1, 3.2, 4.1 y 6.3.  
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 Convención de Ramsar, Art. 3.1 y 4.1. 
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 Ibid, Art. 4.1. 
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Ramsar. La evaluación de impacto ambiental es además un principio derivado de la 

Declaración de Río
77

.  

 El deber de evaluar se fundamenta en la obligación que tienen los Estados de 

informarse e informar en forma oportuna los cambios en las condiciones ecológicas, 

pues ello implica contar con herramientas adecuadas para obtener tal información
78

 y en 

el mandato de planificación adecuada
79

. Se divide a su vez en los deberes de asegurar 

que todo proyecto con impacto potencial sea evaluado y de garantizar en dicho ejercicio 

que los verdaderos valores de los ecosistemas sean identificados
80

. 

 La obligación de examinar la compatibilidad de la legislación interna con la 

Convención también proviene del deber de planificación adecuada
81

 y se asocia al 

mandato de considerar las recomendaciones de la Conferencia de Estados Parte
82

. 

Adicionalmente, este órgano ha adoptado recomendaciones para el diseño de marcos 

jurídicos compatibles con el uso racional de los humedales
83

. 

 Las recomendaciones de los Estados Parte son la interpretación autorizada del 

alcance de las cláusulas de la Convención. Como tales, son relevantes para valorar el 

cumplimiento de las obligaciones por parte del Estado colombiano en relación con los 

ecosistemas de páramo, los sitios Ramsar que se encuentra en ellos y los efectos de la 

minería a gran escala.  

 En su resolución sobre industrias extractivas, las Conferencia de Estados Partes 

alienta a sus miembros a “tomar en consideración la valoración en una etapa temprana 

de las evaluaciones de impacto ambiental” en lo que tiene que ver con este tipo de 

operaciones
84

. También invita a hacerlo “de modo coherente y en consonancia con la 

Convención (…) y otras obligaciones internacionales pertinentes,” de manera que exista 

un análisis apropiado de los costos y los beneficios de las actividades de minería e 

hidrocarburos, en relación con los servicios que proveen los humedales potencialmente 

afectados. El análisis en mención debería tener en cuenta tanto el deterioro de los 

servicios ambientales como la internalización de los pasivos con esa misma naturaleza. 

 Del mismo modo, la Conferencia de las Partes insta a prestar particular atención 

a los impactos de largo plazo, posteriores a la clausura de las minas o yacimientos
85

. 
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Los impactos acumulativos, que al combinar variables aumentan su influencia sobre los 

ecosistemas, deben ser evaluados apropiadamente
86

. 

 La Conferencia de las Partes también ha expresado preocupación por los efectos 

en las cuencas hidrográficas, tanto “río arriba como río abajo”
87

. Por lo tanto, sugiere 

revisar los procedimientos gubernamentales sobre industrias extractivas para asegurar la 

prevención, mitigación o remedio de los efectos sobre los humedales. En particular, 

hace un llamado para que cuenten con los tiempos suficientes “para reunir información 

de referencia (…) con el objeto de respaldar una evaluación efectiva del impacto 

ambiental”
88

. De igual forma, ha invitado a las partes a utilizar un “enfoque de 

precaución”
89

 y a buscar la manera de asegurar una notificación expedita de los nuevos 

proyectos extractivos industriales que puedan llegar a afectar sitios Ramsar
90

. De ser 

necesario, estos sitios deben estar protegidos conforme a la legislación nacional.  

 La Conferencia de las Partes ha recomendado asegurar en forma oportuna y 

conforme a la legislación vigente la participación de las comunidades en cuánto a 

actividades extractivas en los humedales
91

, tomando en consideración la afectación que 

pueden percibir con ocasión de este tipo de proyectos. Asimismo, se deben fortalecer las 

capacidades de las entidades estatales para lidiar con los efectos del extractivismo
92

.  

 Por último, ha invitado a las partes a que “otorguen prioridad al examen de sus 

leyes, políticas e incentivos relacionados directa o indirectamente con los humedales 

altoandinos y a que elaboren estrategias nacionales adicionales destinadas a asegurar su 

uso racional y conservación, debidamente integradas a sus Políticas Nacionales de 

Humedales, Estrategias Nacionales de Humedales y de Biodiversidad, Planes 

Nacionales de Desarrollo y otros instrumentos afines”
93

. 

 En resumen, los páramos son equivalentes a humedales altoandinos y por ende la 

Convención de Ramsar debe ser aplicada a su regulación. Como tales, son objeto de 

protección, de conformidad con las obligaciones descritas, en particular frente a 

actividades que desafían su conservación y la idea de uso racional, tal como ocurre con 

las actividades de minería y extracción de hidrocarburos.  
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4.4. Los páramos como reservas de biodiversidad: elementos del Convenio de 

Diversidad Biológica  

 Los páramos contienen biodiversidad estratégica
94

, objeto de especial 

protección. En primer término, por el alto nivel de endemismo de muchas de las 

especies que se encuentran en ellos. En segundo lugar, por su importancia tanto para la 

provisión de agua dulce como para la captura de carbono. En esa medida, los páramos 

prestan servicios ecosistémicos esenciales para la población humana, que a su vez 

guardan relación con derechos fundamentales amparados por la Constitución.  

 El principal instrumento internacional es el Convenio de Diversidad Biológica, 

que se propone la conservación de la misma, su uso sostenible y la distribución justa de 

sus beneficios. Reconoce el valor de la diversidad en el mantenimiento de la vida en la 

biósfera, e impone el deber de conservar y usar en forma sostenible la diversidad 

biológica
95

. 

 En virtud de este instrumento, los Estados deben identificar y hacer seguimiento 

a los componentes de la diversidad biológica que son importantes. Asimismo, están 

vinculados a monitorear las actividades que tienen o pueden tener efectos perjudiciales 

significativos en la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica
96

. 

Dentro de estas actividades se incluyen la extracción minera y petrolera, dadas sus 

repercusiones nocivas sobre los sistemas naturales. La conservación in situ obliga a los 

Estados a establecer áreas protegidas para la conservación de la biodiversidad y a 

adoptar medidas especiales para el efecto
97

. 

 Otra de las obligaciones contenidas en el Convenio promueve la protección de 

hábitats y ecosistemas, así como mantener la viabilidad de las especies en ellos. 

Igualmente, se debe fomentar el desarrollo sostenible en las zonas adyacentes a las áreas 

protegidas y la restauración de aquellas que estén degradadas
98

. Los usos actuales de los 

sistemas naturales deben ser compatibles con su protección y se deben promover las 

reformas legislativas y la reglamentación de una manera que garantice dicho 

propósito
99

. 

 Los efectos adversos sobre la biodiversidad deben ser reducidos al mínimo 

posible. La evaluación de impacto ambiental debe ser realizada cuando quiera que se 

teman dichos efectos y en ella procederá la participación pública
100

. Del mismo modo, 

se adoptarán medidas de emergencia cuando existan riesgos graves e inminentes para la 

diversidad biológica, bien sea por acontecimientos naturales “o de otra índole”
101

, lo que 

incluye también factores de riesgo por actividades humanas. 
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 El Convenio de Diversidad Biológica adoptó el enfoque por ecosistemas como 

mecanismo para la protección adecuada de la conservación. Es un principio 

fundamental de su aplicación. En esa medida, es parte de las obligaciones de los Estados 

y consiste en “la estrategia para la gestión integrada de tierras, extensiones de agua y 

recursos vivos por la que se promueve la conservación y la utilización sostenible [de la 

biodiversidad] de modo equitativo (…) presta atención prioritaria a los niveles de la 

organización biológica que abarcan los procesos esenciales, las funciones y las 

interacciones entre organismos y su medio ambiente”
102

. 

  Esta aproximación es fundamental porque toma en cuenta todos los elementos 

de los sistemas naturales y objeta la gestión mediante distinciones artificiales que no 

tengan en cuenta la forma compleja como aquellos se relacionan. Vale decir que incluye 

explícitamente la gestión del agua, en tanto elemento esencial del funcionamiento de la 

biodiversidad y de los ecosistemas. También, toma en cuenta los efectos de la actividad 

humana en ecosistemas adyacentes o conectados, y determina que la preservación de la 

finalidad y estructura de los mismos es un objetivo prioritario
103

. 

 Como parte de la biodiversidad, los recursos genéticos también se encuentran 

protegidos por el derecho internacional. El Protocolo de Nagoya sobre acceso a los 

recursos genéticos y participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de 

su utilización, establece que debe asegurarse la conservación de la diversidad biológica 

para a su vez garantizar el acceso apropiado a dichos recursos y a la distribución de sus 

beneficios
104

. Del mismo modo, se deben adoptar medidas legislativas y administrativas 

apropiadas para los fines de ese instrumento
105

. Por consiguiente, las reglas generales de 

protección de los recursos biológicos aplican también para los genéticos.  

 En suma, la biodiversidad existente en los páramos se encuentra protegida por el 

Convenio sobre Diversidad Biológica. Su deterioro, causado por la minería a gran 

escala, obstaculiza el acceso equitativo a los beneficios derivados de servicios 

ambientales. Por ese motivo, las decisiones sobre esos ecosistemas deben ser 

compatibles con las obligaciones de ese instrumento, tanto las generales como aquellas 

específicas de los recursos genéticos.  

5. Participación en materia ambiental en el derecho internacional 

 

 Los estándares jurídicos sobre participación y acceso a información son relevantes para 

este juicio de constitucionalidad por varias razones. En primer término, porque   como 

derechos desarrollados por la doctrina internacional y por el precedente nacional, sirven 

de base para la materialización efectiva de los derechos al ambiente sano y al agua, 

afectados por la norma acusada, como se indica en la demanda. En segundo lugar, 

porque los procesos de delimitación de páramos que se vienen realizando y que se 
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fundamentan en la disposición atacada, tienen un déficit de participación y acceso a 

información. Por consiguiente, tales estándares son relevantes para determinar el 

alcance de las cláusulas constitucionales base del presente juicio de exequibilidad. 

 La participación ciudadana es un derecho humano y establece un sentimiento de 

pertenencia a un grupo por parte de los ciudadanos, así como la voluntad de los 

miembros de dicho grupo de intervenir en la toma de decisiones
106

. 

 En Colombia, la participación ciudadana es reconocida como uno de los ejes 

fundamentales de la Constitución de 1991 y de la concepción del Estado social de 

derecho. La participación es así vista como un principio constitucional (preámbulo, 

artículos 1 y 2), un derecho fundamental (Artículo 40) que puede ser reclamado ante el 

Estado, y una parte esencial del derecho al ambiente sano (Artículo 79) e igualmente un 

mecanismo para ejercer control sobre la administración pública. 

 Esta sección del documento busca presentar los estándares vigentes en el 

derecho internacional en materia de participación pública ambiental. Para ello se hará 

referencia a los principales instrumentos jurídicos en materia de democracia ambiental y 

participación pública ambiental, y a los procesos vigentes que buscan la garantía de este 

derecho. 

5.1. Participación ambiental como parte del derecho humano a la información  

El derecho de acceder a la información en materia ambiental es parte del derecho 

humano la libertad de expresión, en su componente de acceso a la información. Así lo 

determinó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la decisión de Claude 

Reyes c. Chile, en la que “resaltó la importancia que para la defensa del medio ambiente 

tiene el acceso a la información relevante sobre asuntos de interés público”
107

. De 

acuerdo con la Corte Interamericana, como parte del derecho a recibir y brindar 

información, los Estados deben brindar la información que las personas requieran 

respecto a asuntos ambientales, dado su carácter de interés público, así como tener 

mecanismos judiciales efectivos para protegerlos
108

.  

5.2 Estándares internacionales en materia de participación ciudadana ambiental 

 La Declaración de Río de Janeiro de 1992, estableció el estándar para la 

participación ciudadana en materia ambiental, por medio del Principio 10. Ese Principio 

establece que la mejor forma de tratar las cuestiones ambientales en cada país es con la 

garantía para todas las personas de los denominados derechos de acceso: Acceso a la 

Información, a la Participación y a la Justicia Ambiental, los cuales constituyen los 
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pilares de la democracia
109

 y la gobernanza ambientales. De esta manera, en el plano 

nacional las personas deben tener el derecho y la oportunidad de ejercer una 

participación efectiva en los procesos de toma de decisiones ambientales, para lo cual es 

muy importante que tengan acceso a la información necesaria, que les permita tomar 

decisiones de manera consciente e informada.  

 El Principio 10 de la Declaración de Río propone un cambio en términos de 

gobernanza ambiental, donde ya no serán las autoridades administrativas que en 

procesos cerrados, fuera de la vista del público y en procesos puramente verticales 

tomen las decisiones, sino que ahora se materializa por el principio democrático 

fundamental, en el hecho de que las personas que hacen parte de una comunidad tengan 

incidencia directa en los procesos de toma de decisiones que las afecten
110

. 

 A partir de la adopción de la Declaración de Río se inició a un proceso mundial 

para la implementación de los principios que esta contiene, especialmente el referido 

Principio 10. Es así como en Junio de 1998 fue aprobada la Convención de Aarhus 

sobre sobre Acceso a la Información, Participación Pública en la toma de decisiones y 

Acceso a la Justicia en temas medioambientales, desarrollada por la Comisión 

Económica para Europa de Naciones Unidas (UNECE). La Convención de Aarhus fue 

adoptada en el año 2005 como parte del derecho comunitario de la Unión Europea y 

hasta este momento, es en el único instrumento internacional de su tipo. 

 La Convención de Aarhus reconoce que la participación pública en la toma de 

decisiones que tienen que ver con el ambiente permite adoptar mejores determinaciones 

y aplicarlas de una manera más eficaz, favoreciendo la política ambiental y el deber de 

protección
111

. Además, establece que la ciudadanía tiene un rol fundamental en la 

definición de las políticas ambientales y de los proyectos que impacten el ambiente
112

. 

Por ello, se consagra en este tratado que los Estados tienen el deber de informar a los 

ciudadanos cuando se inicie un proceso de toma de decisiones ambientales, garantizar 

que la participación del público se dé desde el comienzo del proceso, de manera que 

pueda haber un influencia real sobre la toma de decisiones, y que al momento de tomar 

la decisión se debe garantizar que la autoridad pública tenga en cuenta de manera debida 

los resultados del proceso de participación del público, entre otros deberes
113

. 

 En el año 2001 se desarrolló la Estrategia Interamericana para la Participación 

Pública en la toma de decisiones sobre Desarrollo Sostenible
114

 de la Organización de 

los Estados Americanos (OEA). En 2004, los Jefes de Estado de las Américas se 

                                                           
109

 La Declaración sobre la aplicación del Principio 10 en Latinoamérica y el Caribe establece que los tres 

derechos de acceso son esenciales para la promoción de la Democracia Ambiental. 
110

 Orellana, Marcos. Democracia Ambiental y Desarrollo Sostenible: Hacia un Instrumento regional 

sobre Derechos de Acceso. Informe Ambiental Anual 2014, FARN. 
111

 Preámbulo Convención de Aarhus 1998. UNECE. Disponible en: 

http://adega.gal/web/media/documentos/Convenio_de_Aarhus.pdf 
112

 Ibid. 
113

 El artículo 6 de la Convención de Aarhus establece los deberes que tienen los Estados para asegurar 

una efectiva participación del Público en la toma de decisiones ambientales. 
114

 Estrategia Interamericana para la Promoción de la Participación Publica en la toma de decisiones sobre 

desarrollo sostenible. OEA. 2001. Disponible en: https://www.oas.org/dsd/PDF_files/ispspanish.pdf 



                                                             

21 
 

comprometieron en la Declaración de Nuevo León
115

 a promover la modificación de los 

marcos jurídicos nacionales para fomentar la participación en las decisiones relativas al 

ambiente, con el objetivo de que mediante el fortalecimiento de la participación pública 

en la toma de decisiones y definición de políticas en torno a la gestión del ambiente y de 

los recursos naturales, tanto gobiernos como sociedad puedan construir un desarrollo 

equitativo y ambientalmente sostenible.  

 

 En 2010, durante la 11 reunión del Consejo ministerial Ambiental de la ONU se 

adoptaron las Directrices de Bali, como una guía para los gobiernos en el proceso de 

implementación de los compromisos adquiridos en el Principio 10. Estas directrices 

incluyen varios conceptos importantes en materia de Participación Ambiental
116

, como 

el deber de los Estados de promover de manera proactiva y transparente la participación 

ciudadana, con esfuerzos para asegurarse de que la ciudadanía tenga la una oportunidad 

adecuada en términos de tiempo y mecanismos para expresar sus puntos de vista 

durante los procesos de decisión y definición de políticas ambientales.  

 Además, según las directrices, el Estado tiene la obligación de asegurar los 

medios que permitan la construcción de capacidades en el público para la promoción de 

una participación ambiental efectiva. 

5.3. Reconocimiento del derecho a la participación pública ambiental en 

Latinoamérica 

 Latinoamérica también ha tenido avances en el reconocimiento de la 

participación ambiental. En el 2012, Durante la Conferencia Mundial sobre Desarrollo 

Sostenible (Rio +20), varios Estados de la región suscribieron la Declaración sobre la 

Aplicación del Principio 10
117

, en la que reconocen que el mejor modo de tratar las 

cuestiones ambientales es con la participación de todos los interesados
118

. De esta 

manera, destacan que los Estados tienen un compromiso para “facilitar y fomentar la 

educación, la sensibilización y la participación de la población, poniendo la 

información a disposición de todos, y proporcionar acceso efectivo a los 

procedimientos señalados
119

”. 

 Con base en esta declaración, los Estados se comprometieron a elaborar e 

implementar un plan de acción con el apoyo de la Comisión Económica para América 

Latina y el Caribe (CEPAL) como secretaría técnica, a fin de avanzar en la consecución 

de un convenio regional que garantice los Derechos de Acceso a la Información, 

Participación y Justicia en materia ambiental. El Estado Colombiano se sumó a este 
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proceso en Abril de 2013 y hoy en día los países ya han conformado un comité de 

negociación que empezará a discutir el texto del Acuerdo en los próximos meses, con 

base en un documento preliminar elaborado por la CEPAL.  

 Específicamente sobre el derecho de acceso a la participación, este documento 

preliminar elaborado por CEPAL recoge los insumos que han aportado al proceso los 

países, la sociedad civil, la academia y otros actores. Califica de imprescindible la 

promoción de la participación ciudadana en el desarrollo de la agenda ambiental para 

Latinoamérica y el Caribe, señalando que el acceso a los mecanismos de participación 

es un factor que contribuye en la construcción de una conciencia colectiva sobre el 

patrimonio natural y cultural de los pueblos, permite una mayor inclusión social, 

favorece la erradicación de la pobreza y la inequidad social, y beneficia la protección 

del ambiente
120

. 

 El artículo 8 de este documento, que regula el derecho de acceso a la 

participación pública, establece que los Estados deben comprometerse a instituir 

mecanismos e instancias de participación de carácter abierto e inclusivo que permitan a 

la ciudadanía involucrarse en la toma de decisiones ambientales, y que dichas instancias 

de participación también deben aplicarse a “procesos vinculados con la conservación, 

uso, explotación y manejo de recursos naturales”
121

”. 

 Además se plantea una noción de autonomía y accesibilidad diferenciada en la 

participación, de manera tal que los procesos permitan la participación autónoma de la 

ciudadanía y que se adecuen a las características sociales, económicas, culturales y 

geográficas de cada comunidad, deben permitir una participación efectiva, que supere 

las barreras de acceso y haga que el Estado se comprometa a facilitar los medios para 

promover la participación de las comunidades étnicas que hablan otras lenguas
122

.  

5.4. Evolución en otros instrumentos internacionales 

  La garantía del derecho a la participación ciudadana en materia ambiental es 

fundamental para la promoción del desarrollo sostenible, la democracia y el ambiente 

sano, ya que representa una importante contribución para la formulación y aplicación de 

medidas y políticas informadas, transparentes y adecuadas para propiciar un mayor 

bienestar de la población y contribuir a la rendición de cuentas y a la vigencia del 

Estado de derecho.  

 Del análisis de los estándares vigentes a nivel internacional se destaca el lugar 

prominente que ocupa la participación ciudadana en la protección del ambiente y el 

desarrollo sostenible. El Principio 10 de la Declaración de Rio muestra que los Estados 

tienen el compromiso de promover la participación de la sociedad para hacer frente a las 

cuestiones ambientales. Este es uno de los pilares de la Democracia Ambiental, que 

permite que las personas puedan incidir en la toma de decisiones que los afectan. 
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Además, señala la interconexión que existe entre los derechos de acceso a la 

información y acceso a la participación, ya que para que los ciudadanos puedan tener 

una real y efectiva participación deben contar con información adecuada, veraz y 

oportuna. 

 Los instrumentos de derecho internacional que han venido materializando el 

Principio 10 evidencian cómo los países alrededor del mundo han venido transformando 

sus legislaciones y asumiendo obligaciones internacionales para la garantía de los 

derechos de Acceso. La Convención de Aarhus, un Convenio internacional que fue 

integrado al derecho comunitario europeo, regula la participación como el medio 

propicio para mejorar la eficacia en la toma de decisiones y su posterior aplicabilidad, a 

fin de influir en la definición de las políticas ambientales y los proyectos que tienen 

impactos sobre el ambiente.  

 Además, la Convención plantea deberes claros y concretos para la autoridad en 

cuanto a permitir la participación ciudadana desde el inicio de los procesos, de manera 

que pueda haber una incidencia efectiva sobre las decisiones que se tomen, y tomar en 

cuenta las opiniones que ha expresado la ciudadanía, al momento de tomar una decisión 

final. 

6. Conclusiones  

 

 Los páramos están amenazados por actividades humanas insostenibles, en particular, la 

minería a gran escala. Estas operaciones tienen el potencial de deteriorar los suelos, las 

aguas, las especies vegetales y generar impactos acumulativos, con repercusiones por 

décadas. En particular, los vertimientos, los riesgos propios de los contenedores de 

relaves, la oxidación y los drenajes ácidos amenazan su funcionalidad y supervivencia.  

 El parágrafo 1 del artículo 173 de la Ley 1753 de 2015 es inexequible porque 

contradice la jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre el deber especial de 

protección que tiene el Estado frente a los páramos y la posibilidad y necesidad de 

excluirlos de actividades mineras, dado el alto impacto que estas pueden tener desde el 

punto de vista ambiental. La presente intervención pretende contribuir a precisar el 

alcance de esa protección constitucional, desde la perspectiva del derecho ambiental 

internacional.  

La doctrina del derecho ambiental internacional ofrece elementos para la protección de 

los ecosistemas de páramo. Asimismo, el Estado colombiano tiene obligaciones de 

protección frente a ellos, en virtud de tratados de derecho ambiental internacional que 

han sido ratificados por Colombia, como se describió en la presente intervención. Esto 

se deriva del reconocimiento de los páramos como ecosistemas con características 

protegidas jurídicamente.  

 La norma acusada supone una reforma legislativa que desmejora sustancialmente el 

estándar de protección de los páramos en Colombia, pues permite actividades que con 

anterioridad a su expedición estaban prohibidas y que pueden tener un impacto 

ambiental sumamente perjudicial para la integridad y funcionalidad de esos 

ecosistemas. Por ese motivo, contradice las obligaciones derivadas de los tratados de 
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derecho ambiental ratificados por Colombia, las cláusulas ambientales de la carta 

política y los elementos del derecho ambiental internacional que permiten interpretar su 

alcance.    

 El derecho ambiental internacional ofrece elementos específicos para la 

protección de los páramos, en función de cuatro características. En primer lugar, porque 

son fuentes de agua dulce. Segundo, porque son considerados sumideros de carbono, de 

acuerdo al derecho sobre cambio climático. Tercero, porque equivalen a humedales 

protegidos por legislación internacional. Finalmente, porque contienen biodiversidad 

amparada por el Convenio de Diversidad Biológica.  

 Los páramos como fuente de agua dulce son protegidos por el derecho 

internacional del ambiente en virtud de dos tipos de obligaciones: el uso racional de los 

recursos hídricos y la protección de cuerpos de agua frente a la degradación. En tanto 

sumideros de carbono, imponen a los Estados las obligaciones de conservarlos y 

monitorear sus capacidades de captura y almacenamiento, por un lado, y promover su 

uso y gestión sustentable, de otro.  

 Los páramos equivalen a humedales altoandinos, protegidos por la Convención 

de Ramsar. La mitad de los sitios Ramsar declarados por Colombia se encuentran en 

páramos. En virtud de ese tratado, el Estado tiene las obligaciones de conservarlos, 

promover su uso racional, evaluar impactos, incluso acumulativos, y examinar la 

compatibilidad de la legislación con ese instrumento. La autorización de minería a gran 

escala en ellos contradice esa compatibilidad y desafía la idea de uso racional contenida 

en la Convención. Por el contrario, frente a ella, conforme a la propia Convención, se 

debe aplicar el principio de precaución y por consiguiente prohibir dicha actividad.  

 La biodiversidad presente en los páramos es objeto de protección internacional, 

a fin de asegurar su conservación, su uso sostenible y el acceso equitativo a sus 

beneficios, conforme al Convenio de Diversidad Biológica. La legislación nacional debe 

ser compatible con esos propósitos. Los impactos de las operaciones extractivas pueden 

obstaculizarlos.  

 El acceso a información y a la participación en materia ambiental son principios 

y derechos en reconocimiento progresivo en el derecho internacional del ambiente. 

Específicamente, son relevantes para la regulación de páramos porque, dada su 

naturaleza procedimental, sirven de base para la materialización de los derechos al 

ambiente sano y al agua. 

 Por todo lo anterior, solicitamos respetuosamente a la Honorable Corte 

Constitucional que declare inexequible el parágrafo primero del artículo 173 de la Ley 

1753 de 2015. 
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Cordialmente, 

 

Astrid Puentes Riaño 

C.C. 52 256 570 de Bogotá D.C.  

 

 

 

Carlos Lozano Acosta  

C.C. 80 074 737 de Bogotá D.C. 

 

 

Astrid Milena Bernal Rubio 

C.C 1018421148 Bogotá D.C.  

 


